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Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual

Sala de Defensa de la Competencia N.° 2

Resolución 2826-2011/SC2-Indecopi

Expediente 128-2008/CPC-Indecopi-CUS

Procedencia: Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Cusco

Procedimiento: De parte

Denunciantes: Nelson Santos Cabrera Mendoza


Luis Angel Loayza Encalada


Sergio Milway Abarca Torres


Romy Rodriguez Ibáñez


Julia Huaman Ccorimanya


Liliana Ochoa Valdeiglesias


Zulma Meza Calvo


Sonia Morales Coello

Denunciada: Constructora Araza S.R.L.

Materia: Idoneidad del servicio


Inmuebles

Actividad: Construcción de edificios completos.
Sumilla: Se confirma la resolución venida en grado en los extremos que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Araza S.R.L. por no entregar el Certificado de Garantía Estructural, los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes debidamente suscritos; y, la falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y los del inmueble entregado.

Sanción: 5 UIT

Lima, 20 de octubre del 2011

Antecedentes

1. El 4 de agosto del 2008, los señores Nelson Santos Cabrera Mendoza, Luis Angel Loayza Encalada, Sergio Milway Abarca Torres, Romy Rodriguez Ibáñez, Julia Huaman Ccorimanya, Liliana Ochoa Valdeiglesias, Zulma Meza Calvo y Sonia Morales Coello (en adelante, los propietarios) denunciaron a Constructora Araza S.R.L.1 (en adelante, la Constructora) ante la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Cusco (en adelante, la Comisión) por infracción del Decreto Legislativo 716, Ley de Protección al Consumidor2.

2. Los propietarios manifestaron lo siguiente:

(i) Desde septiembre de 2006, adquirieron de la denunciada departamentos en la Residencial Los Andes ubicada en Avenida Tomasa Tito Condemayta 560, distrito de Wanchaq, Cusco;

(ii) pese a que se les ofreció que a más tardar el 4 de noviembre del 2007 se les entregaría el Certificado de Garantía Estructural suscrito por el profesional que ejecutó la obra y los planos de instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes, la Constructora no cumplió con dicha obligación;

(iii) a pesar que el bien ofrecido por la Constructora únicamente debía contar con cinco pisos conforme al Reglamento Interno, el Edificio entregado tenía seis pisos;

(iv) correspondía que se reparen diversos desperfectos en la estructura de los departamentos; y,

(v) la denunciada no cumplió con informar que los inmuebles debían ser utilizados exclusivamente como viviendas.

3. La Constructora presentó sus descargos manifestando que los inmuebles han sido entregados en buen estado, no presentan defectos y los departamentos del sexto piso no han sido transferidos, manteniéndose en propiedad de la empresa.

4. Mediante Resolución 31-2009/Indecopi-CUS del 27 de enero del 2009, la Comisión emitió el siguiente pronunciamiento:

(i) Declaró fundada la denuncia contra la Constructora por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor, por no entregar el Certificado de Garantía Estructural de los inmuebles adquiridos y los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra;

(ii) Declaró fundada la denuncia contra la Constructora por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor, respecto a la falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y los del inmueble entregado;

(iii) Desestimó la denuncia por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor en el extremo relativo a los desperfectos en la estructura de los departamentos entregados;

(iv) Declaró infundada la denuncia contra la Constructora por infracción de los artículos 5° literal b) y 15 de la Ley de Protección al Consumidor, debido a que quedó acreditado que la denunciada brindó información adecuada a los consumidores;

(v) Ordenó como medidas correctivas a la Constructora que cumpla con entregar a los denunciantes los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra y que el Edificio cumpla con lo dispuesto en el Reglamento Interno respecto al número de pisos; y,

(vi) Sancionó a la Constructora con 5 UIT así como la condenó al pago de las costas y costos del procedimiento.

5. El 11 de marzo del 2009, los propietarios apelaron la citada resolución señalando que correspondía incrementar la multa impuesta a la Constructora.

6. Asimismo, el 11 de marzo del 2009, la Constructora apeló la referida resolución señalando lo siguiente:

(i) Los denunciantes han constatado el correcto funcionamiento de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe y gas con anterioridad a la celebración de los contratos de compraventa;

(ii) No se obligó a entregar a los denunciantes el Certificado de Garantía Estructural y los planos referidos en el procedimiento;

(iii) No se ha acreditado que se ofreció que el inmueble debía contar con 5 pisos; y,

(iv) Las medidas correctivas dictadas no son adecuadas debido a que los denunciantes han tenido a disposición los documentos solicitados.

7. Cabe indicar que en el presente caso, las apelaciones de las partes únicamente se han presentado contra los extremos de la resolución que declararon fundada la denuncia por no entregar el Certificado de Garantía Estructural de los inmuebles adquiridos y los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes y respecto a la falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y los del inmueble entregado. Al no haberse apelado los demás extremos, estos han quedado consentidos.

Análisis

El deber de idoneidad

8. El artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor3 establece que los proveedores son responsables por la calidad e idoneidad de los servicios y productos que ofrecen en el mercado.

9. El supuesto de responsabilidad administrativa en la actuación del proveedor impone a éste la obligación procesal de sustentar y acreditar que no es responsable por la falta de idoneidad del bien colocado en el mercado o el servicio prestado, sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de la responsabilidad objetiva. Así, una vez acreditado el defecto por el consumidor, corresponde al proveedor acreditar que dicho defecto no le es imputable4.

10. Atendiendo a lo señalado, corresponde evaluar si la Constructora cumplió con el deber de idoneidad respecto de los hechos denunciados que fueron materia de apelación.

(i) Entrega del Certificado de Garantía Estructural y planos del inmueble

11. En su apelación la Constructora señaló que no se obligó a entregar a los denunciantes el Certificado de Garantía Estructural y los planos de instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes.

12. Un consumidor que adquiere un bien inmueble y que le ofrecen que le entregarían un Certificado de Garantía Estructural y planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra esperaría que los mismos sean entregados en forma oportuna, conforme a las condiciones establecidas. Lo contrario significaría defraudar las expectativas generadas en el consumidor respecto al bien adquirido.

13. En el presente procedimiento, de los medios probatorios ofrecidos por los propietarios ha quedado acreditado que la Constructora se obligó a entregarles el Certificado de Garantía Estructural del inmueble y los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra a más tardar el 4 de noviembre del 20075.

14. De conformidad con lo prescrito en los artículos 162.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo General y 196 del Código Procesal Civil, la carga de la prueba corresponde a quien afirma los hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos6.

15. La Constructora no ha presentado medios probatorios que acrediten que al 4 de noviembre del 2007 haya entregado a los consumidores el Certificado de Garantía Estructural del inmueble y los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes debidamente suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra o que, en su defecto, los denunciantes hayan aceptado que se modifique el contenido de la obligación contraída por la denunciada sobre el particular. Por tanto, la Sala considera pertinente desestimar la afirmación de la denunciada respecto a la obligación asumida.

16. Teniendo en cuenta lo anterior, corresponde confirmar la resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra la Constructora por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor al haberse acreditado que la denunciada no cumplió entregar el Certificado de Garantía Estructural del inmueble y los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra.

(ii) Falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y el del inmueble entregado
17. En su apelación, la Constructora manifestó que no ha quedado acreditado que haya ofrecido que el inmueble debía contar con 5 pisos y que la existencia del sexto piso no pone en riesgo la estructura del Edificio.

18. Un consumidor que adquiere un departamento esperaría que el Edificio en que el mismo se encuentre cumpla con las condiciones ofrecidas por la empresa constructora.

19. Contrariamente a lo indicado por la denunciada, de la revisión del Reglamento Interno de Propiedad Horizontal suscrito con firma legalizada por el Gerente General de la Constructora de fecha 7 de marzo de 2006 se advierte que se ofreció a los consumidores que el Edificio materia de procedimiento contaría con 5 pisos7.

20. En el presente caso, la Constructora ha reconocido que el Edificio cuenta con seis pisos, siendo –de acuerdo a su declaración– propietaria del departamento ubicado en el sexto piso8.

21. Al respecto cabe referir que la Comisión –en primera instancia– y la Sala –en segunda instancia– son competentes para emitir un pronunciamiento respecto al cumplimiento de las normas de protección al consumidor9. Ambas instancias administrativas hacen primar la norma constitucional, que consagra la defensa por el Estado Peruano de los intereses de los consumidores10, adoptando todas las medidas necesarias para velar por el cumplimiento y respeto de sus derechos. No corresponde a esta instancia emitir un pronunciamiento respecto del mejor derecho de propiedad sobre el inmueble materia de controversia.

22. Respecto al argumento de la denunciada relativo a que la existencia del sexto piso no pone en riesgo la estructura de los departamentos vendidos cabe tener en cuenta que la infracción al deber de idoneidad se configura con la falta de coincidencia entre el bien ofrecido y el bien entregado, independientemente de si se genera un riesgo adicional en el producto.

23. Por tanto, corresponde confirmar la resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor al haberse acreditado la falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y los del inmueble entregado.

Graduación de la sanción

24. El artículo 41-A de la Ley de Protección al Consumidor establece que, al momento de aplicar y graduar la sanción, la Comisión debe atender al beneficio ilícito esperado con la realización de la infracción, la probabilidad de detección de la misma, el daño resultante de la infracción, la conducta del infractor a lo largo del procedimiento, los efectos que se pudiesen ocasionar en el mercado, la reincidencia o el incumplimiento reiterado y otros criterios que considere adecuado adoptar11.

25. Las sanciones de tipo administrativo tienen por principal objeto disuadir o desincentivar la realización de infracciones por parte de los administrados. El fin de las sanciones es, en último extremo, adecuar las conductas al cumplimiento de determinadas normas.

26. De acuerdo con lo señalado en la Resolución 0301-2007/TDC-Indecopi12, en los procedimientos que impliquen el ejercicio de la potestad sancionadora, la tutela de legalidad13 habilita la intervención de la denunciante y/o del interesado14. Sin embargo, la legitimidad para obrar reconocida a la denunciante en los procedimientos que implican el ejercicio de la facultad sancionadora, sólo involucra el derecho a denunciar una presunta conducta ilícita pero no incide en el ejercicio de la capacidad de sanción otorgada a la Administración, por ser ésta una actuación motivada estrictamente por fines públicos.

27. La multa, como sanción administrativa, no se sustenta en una finalidad retributiva a favor de la denunciante sino que persigue una finalidad pública como es desincentivar conductas ilícitas, de allí que en principio la única parte legitimada para cuestionar la sanción impuesta sea el infractor y no la denunciante.

28. El Código Procesal Civil15 establece como requisito para la interposición de un medio impugnatorio que el fallo recurrido ocasione algún agravio al recurrente16. En ese sentido, en tanto que la determinación de la magnitud de una infracción es un presupuesto para la aplicación de la potestad punitiva del Estado, la cual responde a la defensa y tutela del interés público asignada exclusivamente a la Administración, no puede invocarse en dicho caso un interés legítimo por parte de la denunciante.

29. En consecuencia, corresponde declarar improcedente el recurso de apelación planteado por los propietarios en el extremo relativo al incremento de la sanción impuesta a la Constructora en la Resolución 31-2009/Indecopi- CUS y confirmarla en el extremo que impuso a la Constructora una sanción de multa de 5 UIT.

Medidas correctivas

30. El artículo 42 de la Ley de Protección al Consumidor establece la facultad que tiene la Comisión para ordenar a los proveedores, la imposición de medidas correctivas a favor de los consumidores17. La finalidad de las medidas correctivas es revertir los efectos que la conducta infractora causó al consumidor o evitar que en el futuro, ésta se produzca nuevamente.

31. Asimismo, conforme el artículo 3° de la Ley 27917, la administración al momento de imponer las medidas correctivas, tendrá en consideración la posibilidad real del cumplimiento de la medida, los alcances jurídicos de la misma y el monto involucrado en el conflicto.

32. En el presente caso, la Comisión ha ordenado a la Constructora, en calidad de medida correctiva, que cumpla con entregar a los denunciantes los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra y que el Edificio cumpla con lo dispuesto en el Reglamento Interno respecto al número de pisos.

33. En su apelación la Constructora ha referido que las medidas correctivas dictadas por la Comisión no son adecuadas debido a que los denunciantes han tenido a disposición los documentos solicitados.

34. Teniendo en cuenta que se han constatado las infracciones relativas a la falta de entrega de los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes corresponde que se determine como medida correctiva que se ordene el cumplimiento de las referidas obligaciones a efectos de revertir los efectos que la conducta infractora causó a los consumidores.

35. Conforme a lo anterior, corresponde desestimar la solicitud de la denunciada y confirmar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS en el extremo que ordenó en calidad de medidas correctivas que la denunciada cumpla con entregar a los denunciantes los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra.

36. Esta Sala advierte que la medida correctiva consistente en que la Constructora efectúe las modificaciones necesarias en el Edificio para que el mismo cuente con el número de pisos dispuesto en el Reglamento Interno de Propiedad Horizontal no resulta pertinente debido a que podría afectar derechos de propiedad de terceros, por lo que corresponde revocar el referido extremo de la resolución apelada.

Pago de costas y costos

37. Finalmente, teniendo en cuenta que en el presente caso la denunciada no ha fundamentado su apelación respecto de la procedencia de la condena al pago de las costas y costos del procedimiento, corresponde confirmar dicho extremo de la resolución apelada por resultar accesorio al pronunciamiento sustantivo.

Resuelve:
Primero: Confirmar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS de 27 de enero del 2009, emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Cusco, que declaró fundada la denuncia presentada por los señores Nelson Santos Cabrera Mendoza, Luis Angel Loayza Encalada, Sergio Milway Abarca Torres, Romy Rodriguez Ibáñez, Julia Huaman Ccorimanya, Liliana Ochoa Valdeiglesias, Zulma Meza Calvo y Sonia Morales Coello contra Constructora Araza S.R.L. por infracción del artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor, por no entregar el Certificado de Garantía Estructural de los inmuebles adquiridos, los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes; y, la falta de coincidencia entre el número de pisos del Edificio ofrecido y los del inmueble entregado.

Segundo: Confirmar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS en el extremo que ordena en calidad de medida correctiva a Constructora Araza S.R.L., en el plazo de cinco (5) días hábiles de notificada con la presente resolución, que cumpla con entregar a los denunciantes los planos de las instalaciones eléctricas, agua, desagüe, gas y áreas comunes suscritos por los profesionales que ejecutaron la obra.

Tercero: Revocar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS en el extremo que ordenó a Constructora Araza S.R.L. como medida correctiva que cumpla con efectuar las modificaciones necesarias en el Edificio para que el mismo cuente con el número de pisos ofrecidos por la denunciada.

Cuarto: Declarar improcedente el recurso de apelación interpuesto por los señores Nelson Santos Cabrera Mendoza, Luis Angel Loayza Encalada, Sergio Milway Abarca Torres, Romy Rodriguez Ibáñez, Julia Huaman Ccorimanya, Liliana Ochoa Valdeiglesias, Zulma Meza Calvo y Sonia Morales Coello contra la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS, en el extremo en que solicitó aumentar la multa impuesta a Constructora Araza S.R.L.

Quinto: Confirmar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS en el extremo que impuso a Constructora Araza S.R.L. una sanción de multa de 5 UIT.

Sexto: Confirmar la Resolución 31-2009/Indecopi-CUS en el extremo que condenó a la Constructora Araza S.R.L. al pago de costas y costos del procedimiento a favor de los señores Nelson Santos Cabrera Mendoza, Luis Angel Loayza Encalada, Sergio Milway Abarca Torres, Romy Rodriguez Ibáñez, Julia Huaman Ccorimanya, Liliana Ochoa Valdeiglesias, Zulma Meza Calvo y Sonia Morales Coello.

Con la intervención de los señores vocales Camilo Nicanor Carrillo Gómez, Francisco Pedro Ernesto Mujica Serelle, Oscar Darío Arrús Olivera, Hernando Montoya Alberti y Miguel Antonio Quirós García.

Camilo Nicanor Carrillo Gómez
Presidente
__________

1 Identificado con RUC 20527535116 y con domicilio en Avenida Tomassa Tito Condemayta.560, departamento 101, Wanchaq, Cusco, Cusco.

2 Cuyo texto y sus modificatorias hasta el 30 de enero del 2009 se encuentran comprendidos en el Decreto Supremo 006-2009-PCM, Texto Único Ordenado de la Ley del Sistema de Protección al Consumidor.

3 Decreto Legislativo 716. Ley de Protección al Consumidor. Artículo 8°.- Los proveedores son responsables, además, por la idoneidad y calidad de los productos y servicios; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben los productos; por la veracidad de la propaganda comercial de los productos; y por el contenido y la vida útil del producto indicados en el envase, en lo que corresponde.

4 La Resolución 085-96-TDC del 13 de noviembre de 1996, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 30 de noviembre de 1996, confirmó la resolución por la cual la Comisión de Protección al Consumidor declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor Humberto Tori Fernández contra Kouros E.I.R.L. En dicha resolución, se estableció el siguiente precedente de observancia obligatoria:

“a) De acuerdo a lo establecido en la primera parte del artículo 8° del Decreto Legislativo 716, se presume que todo proveedor ofrece como una garantía implícita, que el bien o servicio materia de la transacción comercial con el consumidor es idóneo para los fines y usos previsibles para los que normalmente se adquieren éstos en el mercado, según lo que esperaría un consumidor razonable, considerando las condiciones en las cuales los productos fueron adquiridos o los servicios contratados, lo que comprende el plazo de duración razonablemente previsible de los bienes vendidos. (...)

b) La carga de la prueba sobre la idoneidad del producto corresponde al proveedor del mismo. Dicha prueba no implica necesariamente determinar con precisión el origen o causa real de un defecto, sino simplemente que éste no es atribuible a causas imputables a la fabricación, comercialización o manipuleo.”

5 A fojas 47 y 48 del expediente.

6 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 162.- Carga de la prueba.

(...).
162.2 Corresponde a los administrados aportar pruebas mediante la presentación de documentos e informes, proponer pericias, testimonios, inspecciones y demás diligencias permitidas, o aducir alegaciones.

Código Procesal Civil. Artículo 196.- Carga de la prueba. Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos.

7 De fojas 212 a 220 del expediente.

8 A fojas 108 y 329 del expediente.

9 Decreto Legislativo 1033. Ley de Organización y Funciones del Indecopi. Artículo 27.- De la Comisión de Protección al Consumidor. Corresponde a la Comisión de Protección al Consumidor velar por el cumplimiento de la Ley de Protección al Consumidor y de las leyes que, en general, protegen a los consumidores de la falta de idoneidad de los bienes y servicios en función de la información brindada, de las omisiones de información y de la discriminación en el consumo, así como de aquellas que complementen o sustituyan a las anteriores.

Decreto Legislativo 716. Ley de Protección al Consumidor. Artículo 39.- La Comisión de Protección al Consumidor es el único órgano administrativo competente para conocer de las presuntas infracciones a las disposiciones contenidas en la presente Ley, así como para imponer las sanciones administrativas y medidas correctivas establecidas en el presente Título. La competencia de la Comisión de Protección al Consumidor sólo podrá ser negada por norma expresa con rango de ley.

Las sanciones administrativas y medidas correctivas detalladas en el presente Título se aplicarán sin perjuicio de las indemnizaciones de carácter civil y la aplicación de las sanciones penales a que hubiera lugar.

10 Constitución Política del Perú. Artículo 65.- El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población.

11 Decreto Legislativo 716. Ley de Protección al Consumidor. Artículo 41.- Las infracciones a la presente Ley serán calificadas y sancionadas de la siguiente manera:

a. Infracciones leves, con una amonestación o con una multa de hasta veinte (20) UIT;

b. Infracciones graves, con una multa de hasta cien (100) UIT;

c. Infracciones muy graves, con una multa de hasta trescientas (300) UIT. (...)

Artículo 41-A.- La Comisión podrá tener en consideración para determinar la gravedad de la infracción y la aplicación de las multas correspondientes, entre otros, los siguientes criterios:

a. El beneficio ilícito esperado por la realización de la infracción;

b. La probabilidad de detección de la infracción;

c. El daño resultante de la infracción y los efectos que se pudiesen ocasionar en el mercado;

d. La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores;

e. La conducta del infractor a lo largo del procedimiento;

f. La reincidencia o incumplimiento reiterado, según sea el caso; y,

g. Otros criterios que, dependiendo del caso particular, considere adecuado adoptar la Comisión.

12 Resolución 0301-2007/TDC-Indecopi del 7 de marzo del 2007 en el procedimiento seguido por Banco del Trabajo contra Caja Municipal de Ahorro y Crédito de Trujillo S.A. en el Expediente 151-2004/CCD.

13 “(...) el interés legítimo perseguible en estos supuestos no es otro que el de la mera actuación y aplicación de la legalidad. Es decir, que para el sujeto interesado en la apertura de un expediente frente a un tercero es el puro cumplimiento de la Ley el que le otorga la satisfacción solicitada.” Soriano, José Eugenio. Derecho Público de la Competencia, Madrid: Idelco y Marcial Pons, 1998. p. 425.

14 Decreto Legislativo 807. Ley Sobre Facultades, Normas y Organización del Indecopi. Artículo 23.- El procedimiento ante el órgano funcional correspondiente podrá iniciarse a pedido de parte o de oficio. El procedimiento se inicia de parte mediante la presentación de una solicitud dirigida al Secretario Técnico de la Comisión conteniendo los requisitos establecidos en el Texto Único de Procedimientos Administrativos del Indecopi. El procedimiento se inicia de oficio por decisión de la Comisión o del Secretario Técnico, en este último caso con cargo de dar cuenta a la Comisión.

15 Código Procesal Civil. Disposiciones Finales. Primera.- Las disposiciones de este Código se aplican supletoriamente a los demás ordenamientos procesales, siempre que sean compatibles con su naturaleza.

16 Código Procesal Civil. Artículo 356.- Clases de medios impugnatorios.- Los remedios pueden formularse por quien se considere agraviado por actos procesales no contenidos en resoluciones. La oposición y los demás remedios sólo se interponen en los casos expresamente previstos en este Código y dentro de tercero día de conocido el agravio, salvo disposición legal distinta.

Los recursos pueden formularse por quien se considere agraviado con una resolución, o parte de ella, para que luego de un nuevo examen de ésta, se subsane el vicio o error alegado.

Artículo 358.- Requisitos de procedencia de los medios impugnatorios.- El impugnante fundamentará su pedido en el acto procesal en que lo interpone, precisando el agravio y el vicio o error que lo motiva. El impugnante debe adecuar el medio que utiliza al acto procesal que impugna.

Artículo 366.- Fundamentación del agravio.- El que interpone apelación debe fundamentarla, indicando el error de hecho o de derecho incurrido en la resolución, precisando la naturaleza del agravio y sustentando su pretensión impugnatoria.

17 Decreto Legislativo 716. Ley de Protección al Consumidor. Artículo 42.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas a que hubiera lugar, la Comisión de Protección al Consumidor, actuando de oficio o a pedido de parte, deberá imponer a los proveedores que incurran en alguna de las infracciones tipificadas en la presente Ley, una o más de las siguientes medidas correctivas:

(...).
d) Reposición y reparación de productos; (...).
f) Que el proveedor cumpla lo ofrecido en una relación de consumo, siempre que dicho ofrecimiento conste por escrito en forma expresa;

g) La devolución o extorno, por el proveedor, de las sumas de dinero pagadas por el consumidor cuando el producto entregado o servicio prestado no corresponda a lo que haya sido expresamente acordado por las partes; (...).
k) Cualquier otra medida correctiva que la Comisión considere pertinente ordenar y que tenga por finalidad revertir los efectos que la conducta infractora hubiera ocasionado o evitar que ésta se produzca nuevamente en el futuro.

Los bienes o montos que sean objeto de medidas correctivas serán entregados por el proveedor directamente al consumidor que los reclama, salvo mandato distinto contenido en la resolución. Aquellos bienes o montos materia de una medida correctiva, que por algún motivo se encuentren en posesión del Indecopi y deban ser entregados a los consumidores beneficiados, serán puestos a disposición de éstos. En el caso de bienes o montos que no hayan sido reclamados al cabo de un año, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 45 de este Decreto Legislativo.

(Texto modificado por la Ley 27917).
Documento publicado en la página web de Indecopi.
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